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Resumen. La clave para detener y revertir el deterioro de la economía venezolana está 
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del espíritu empresarial, toda vez que sus posibilidades de éxito, en la dura competencia 
de los mercados nacionales e internacionales, están en función de sus capacidades 
tecnológicas, gerenciales y de innovación. Para ello, la descentralización juega un papel 
relevante, pues constituye el vehículo más eficaz de acercar el Estado a la población y 
servir de manera efectiva a dicha sociedad en la consecución de su mayor bienestar, en 
el logro del desarrollo económico del país, conforme lo propugna el artículo 299 de la 
Constitución.
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Abstract. The key to stopping and reversing the deterioration of the Venezuelan eco-
nomy is to attract private investment, national and international, and to resume public 
investment. In this sense, companies have an essential role, as they are the fundamental 
actors for economic development, but their creation and vigor depend largely on the en-
trepreneurial spirit, since their chances of success, in the harsh competition of national 
markets and international, are based on their technological, managerial and innovation 
capabilities. For this, decentralization plays an important role, since it constitutes the 
most effective vehicle to bring the State closer to the population and effectively serve 
said society in attaining its greater well-being, in achieving the economic development 
of the country, as proposed in the Constitution’s article 299.
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“Solo mediante la descentralización es posible reco-
nocer a esas sociedades intermedias que surgen, de 
manera natural, entre los ciudadanos y el Estado, y a 
través de las cuales el individuo logra satisfacer sus 
necesidades y alcanzar ciertos fines que son extraños 
a los fines del Estado”.

José Guillermo Andueza Acuña

INTRODUCCIÓN

Un fenómeno colectivo que ha caracterizado al país en las dos últi-
mas décadas ha sido la desaparición del sentido del futuro. Poco a poco 
se ha ido esfumando la percepción de que podemos construir un mejor 
país del que habíamos conocido hasta la década de los noventa, y con 
esa percepción se ha ido disipando el entusiasmo movilizador de volun-
tades. Al mismo tiempo han cobrado cuerpo el pesimismo y la desespe-
ranza, reduciéndose el horizonte temporal con que se piensan las cosas 
a un castrante presente. Este conjunto de percepciones y sentimientos 
contrasta dramáticamente con el clima psicosocial de la Venezuela de 
los sesenta, cuando el país como colectivo social estaba lanzado hacia 
el futuro, luego de la culminación de la férrea dictadura militar perezji-
menista. Las ideas centrales de entonces, eran establecer definitivamen-
te el sistema democrático e impulsar el desarrollo económico y social. 
Estos grandes lineamientos se expresaban en metas o proyectos tan es-
pecíficos como la nacionalización del hierro y del petróleo, la reforma 
agraria, las industrias básicas de Guayana, la construcción de viviendas 
y la expansión del sistema educativo. Era un país cuyos políticos, pro-
fesionales, gremios y estudiantes universitarios, entre otros sectores, 
discutían con pasión lo que se pensaba hacer y se estaba haciendo. Es 
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más, quienes se embarcaron en una guerra de insurrección izquierdista 
soñaban con un futuro que consideraban viable, una Venezuela socia-
lista, que a las puertas del siglo XXI, pudo cristalizarse, trayendo a la 
postre al país mayor pobreza, desempleo, caída del parque industrial 
y manufacturero y del poder adquisitivo, precariedad de la salud, re-
trasos en la educación y pérdida de valores, incremento exagerado de 
la corrupción, violación de las libertades y derechos humanos, entre 
otros, resquebrajando las instituciones y la democracia, y generando 
una crisis económica y alimentaria no vivida ni siquiera en los tiempos 
de dictadura del siglo XX. En Venezuela, ese sueño socialista fracasó.

La desaparición de un futuro desesperanzador ha constituido un 
aspecto clave de la crisis política que, poco a poco, se ha ido gestando 
hasta alcanzar su momento crucial en los últimos años. Ello ha ocurri-
do, entre otras razones, porque en buena parte de la población caló, en 
1999, la idea de un futuro mejor, posible de ser alcanzado. Como siem-
pre, las nuevas promesas integraron el rechazo del pasado y una oferta 
positiva que giró en torno a ideales bolivarianos. Para algunos esa oferta 
fue extremadamente vaga, imprecisa, pero ello no pareció mayor cosa 
si el rechazo al pasado era suficiente para generar entusiasmo político, 
aunque a la hora de gobernar ello no bastó para formular políticas, defi-
nir planes, escoger proyectos y, en general, orientar una gestión que ha 
resultado ineficiente y en nada efectiva. Así, la experiencia venezolana, 
como tantas otras, demuestra que es indispensable crear un sentido de 
futuro para cohesionar y movilizar a la población con efectividad.

Podemos imaginar el futuro que queramos. Podemos expresar los 
mejores deseos de manera técnicamente rigurosa. Podemos, incluso, 
asignar probabilidades al logro de las metas. Sin embargo, un aspecto 
todavía muy débil del análisis de políticas públicas y de la planificación 
es la estimación de los lapsos necesarios para que una determinada de-
cisión política tenga los efectos buscados; en otras palabras, para que 
las aspiraciones se hagan realidad. En el pasado, por ejemplo, se pro-
movieron en América Latina políticas de ajustes que, inicialmente, pro-
metieron resultados relativamente breves, de dos (2) a tres (3) años, y si 
bien en algunos casos se obtuvieron esos resultados rápidamente, el op-
timismo generado fue desapareciendo luego, porque los logros iniciales 
comenzaron a desvanecerse o porque se produjeron consecuencias no 
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deseables y no anticipadas, como fue el caso de la caja de conversión 
en Argentina, que permitió controlar la inflación con un alto costo de 
desempleo.

Por otro lado, hay quienes dicen que hay que esperar una (1) o dos 
(2) generaciones para ver los efectos de políticas como las económicas. 
Llama la atención este tipo de argumentación que recuerda el discurso 
de los regímenes políticos de planificación centralizada como la de los 
países comunistas, los cuales exigen un acto de fe en el gran plan que, 
con seguridad, traerá la felicidad de todos. En ellos, aunque los frutos 
esperados no se perciban, recurrentemente se pide a la población una 
paciencia ad infinitum.

La ignorancia en lo que se refiere a los lapsos necesarios para que 
las políticas den los resultados prometidos, plantea interrogantes impor-
tantes acerca del costo social de una u otra opción. Esos interrogantes 
son insoslayables dadas las inmensas desigualdades que existen en so-
ciedades como la venezolana. Ante tales desigualdades, una pregunta 
crucial que cualquier propuesta debe responder es ¿quién ha de sacrifi-
car qué?, ya que en esencia es una pregunta política que tiene que ver 
con la distribución de poder en una sociedad.

De una u otra manera, las anteriores consideraciones son necesa-
rias cuando se trata de encontrar el camino para enrumbar el país hacia 
el desarrollo. Sin sentido de futuro y sin una apreciación de la distribu-
ción de sacrificios no será posible formular propuestas políticamente 
viables, y continuarán las frustraciones. La construcción del sentido de 
futuro y la definición de lapsos tiene que ver con el mundo subjetivo, 
esto es: con la historia de las naciones y las motivaciones dominantes 
en la población, por un lado; y por el otro, con la apreciación o idiosin-
crasia que personas o grupos (v.g. expertos, organismos multilaterales, 
instituciones académicas) puedan tener de la realidad de un país y sus 
posibilidades de transformación. Nada claro hay sobre estos dos (2) 
aspectos tan difíciles de comprender, pues en el caso de cada país, no 
existen modelos de validez universal que garanticen el éxito. Los mo-
delos, los milagros, las fórmulas salvadoras, lo que han hecho es gene-
rar decepciones, aunque existen experiencias de las cuales es posible 
derivar lecciones útiles, al menos para no repetir errores cometidos en 
Venezuela y otros países.
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Nuestra propuesta no pretende ser una receta, pero sí un camino 
para que se esboce un Estado redimensionado y descentralizado para un 
pueblo verdaderamente soberano, con una política económica realista 
en un mundo de insoslayable globalización.

En cualquier supuesto, resulta necesario que las élites se comuni-
quen, efectivamente, con el resto del país y que se desarrolle un sistema 
institucional capaz de ofrecer un gobierno creíble, con autoridad, que 
haga que el Estado cumpla con sus funciones básicas, lo que incluye 
contar con una red de organizaciones públicas que operen con un míni-
mo de eficiencia. Decir esto es sencillo y fácil de comprender, lo difícil 
es lograrlo, porque para contar con servicios públicos eficientes, por 
ejemplo, es preciso que se den ciertas condiciones de índole cultural, 
tales como el respeto a la meritocracia por parte de gremios y partidos 
políticos, cosa que no ocurrirá por decreto o por decisión de alguien.

Es esencial desagregar las tareas para crear secuencias de metas 
alcanzables progresivamente. De este modo, puede construirse la po-
sibilidad de un país mejor, escapando de la trampa de las propuestas 
utópicas. A lo largo de la historia del país han predominado los sueños, 
los mejores deseos, con muy poca reflexión sobre lo realizable con un 
esfuerzo razonable, tomando en cuenta las limitaciones propias en dis-
tintos momentos de nuestra evolución como sociedad. Insistir en lo via-
ble es, tal vez, la contribución más importante del presente trabajo. Los 
venezolanos enfrentamos, hoy día, el reto de darle un nuevo rumbo al 
país. Sólo el soñar con sentido de realidad nos permitirá empujar el país 
hacia adelante y lograr la Venezuela posible que nos merecemos todos.

I.	 EL FACTÓTUM DE LA VIDA NACIONAL

Al tratar la convivencia humana es evidente la trabazón natural 
de intereses y relaciones mutuas, de derechos y obligaciones, entre el 
individuo y la comunidad de la cual es miembro. En ese contexto, el 
derecho es por la razón y la justicia el modo de resolver los problemas 
de esta cooperación necesaria, para la satisfacción más adecuada de las 
necesidades del hombre social.

La necesidad es lo principal, sea ésta de orden material o espiritual, 
de seguridad, paz, de progreso o bienestar. El orden jurídico, el imperio 
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de la ley convenida por y para el conjunto y cualesquiera de las partes, 
es una suerte de amalgama para facilitar la convivencia provechosa. En 
lo social hay, por cierto, otros planos y formas de amalgama, a veces 
aún más efectivas que la ley, o concurrentes con ella, como el propio 
instinto que impulsa al hombre, junto a sus semejantes, a pertenecer 
a un grupo, a una religión, a la necesidad de un líder responsable, de 
una organización o sistema de organizaciones, que en definitiva hagan 
factible el logro de todas las necesidades que el individuo no puede 
satisfacer por sí mismo.

El Estado es una de esas organizaciones de la sociedad, constituida 
para atender aquel sector de la acción comunitaria que no puede ser 
debidamente emprendida, o resuelta, por el individuo, sus empresas o 
asociaciones no políticas.

En un Estado de Derecho el horizonte de responsabilidad del po-
der político, del gobierno y la Administración Pública es, ciertamente, 
amplio y puede comprender muchos y muy diversos problemas y acti-
vidades.

Desde este punto de vista se percibe que la cuestión del queha-
cer estatal, de la intervención o no intervención, del liberalismo, de la 
economía dirigida o de la socialización o estatización es, igualmente, 
una cuestión política no meramente ideológica, sino práctica1, trazada 
o promovida por circunstancias de hecho (v.g. guerras, crisis de desem-
pleo, superproducción u otras), o por propósitos concretos de un agre-
sivo programa de gobierno, sea para mantenerse éste en el poder, sea 
para resolver problemas emergentes de su mandato, acelerar el proceso 
de desarrollo económico-social, recuperar áreas sumergidas, ampliar su 
influencia, etc.

La ejecución de esas políticas es, fundamentalmente, una cuestión 
de grado, de mayor o menor participación de la Administración y el po-
der público, en el quehacer productivo de la población y en el manejo y 
control de los bienes y recursos del país. Quizá el único extremo posible 

1	 Hubo, por ejemplo, épocas y países donde esa intervención del Estado dio lugar a lo que 
luego se denominó “régimen de economía mixta”, en el cual el gobierno, para tener éxito en 
sus ambiciosas conquistas y lavarse por detrás las manos, se disfraza y aparece promoviendo 
y sosteniendo (militar o financieramente) una actividad “privada” de interés nacional, sea de 
explotación, sea de expansión o colonización.
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fue dado o puede ser dado por el máximo y absoluto control del poder 
político sobre la sociedad, en una situación de total dominación del in-
dividuo por el Estado, en una sociedad-Estado gobernada por el arbitrio 
del príncipe, comisario o duce, y no por la razón ni por el derecho de las 
gentes, el orden natural y la ley de Dios.

De hecho, en la mayoría de los casos, hay que reconocer, actual-
mente, que más que un instrumento de la sociedad organizada, que una 
palanca al servicio y voluntad de sus mandantes (la voluntad universal 
del pueblo), el Estado y, consecuentemente, el gobierno que detenta y 
maneja el poder público, han pasado a ser un factótum de la vida na-
cional, en el que hay poca o ninguna cabida para la descentralización. 
Prácticamente nada parece posible sin su intervención o participación 
y todo aparece impregnado de sentido y significación política, sea por 
necesidad del común, sea por el interés o designio del grupo dominante 
en el gobierno.

Esto es así, no sólo en una sociedad comunista, donde por defini-
ción todo pertenece al Estado y nada es posible sin él, sino en cualquie-
ra otra sociedad moderna, país subdesarrollado o altamente evoluciona-
do. En el proceso democrático real, las componendas de la lucha por el 
poder a base de promesas y favores que luego se pagan con los néctares 
del erario o los beneficios del puesto público, sumados a las necesida-
des crecientes de una sociedad de consumo, usualmente insaciable, han 
promovido un crecimiento del Estado y de una burocracia estatal, que 
parece no tener límites.

II.	 UN ESTADO AMIGABLE

En un país moderno, el Estado no puede limitarse al papel tradicio-
nal de gendarme o guardián, promulgando y haciendo cumplir las leyes, 
garantizando la seguridad y defensa, y construyendo caminos y puertos. 
La intervención del Estado como gestor de la economía es un hecho 
consagrado e irreversible en todo el planeta. En los países en desarrollo, 
sólo el Estado tiene el poder y los recursos para actuar como promotor y 
orientador del esfuerzo colectivo que exige la tarea del desarrollo.

No es sorprendente que en Venezuela, país petrolero y subdesarro-
llado, la acción del Estado se haya hecho sentir hasta en los sitios más 
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inesperados e inverosímiles. Pero no tiene que ser de esa manera, pues 
el campo de acción del Estado en una sociedad libre se puede delimitar 
siguiendo una regla bastante clara: el Estado debe asumir las tareas ne-
cesarias para el bienestar común, aquellas que no puede llevar a cabo la 
sociedad civil, es decir, los particulares. En Venezuela, el área de acción 
del Estado es más extensa de lo usual y ello es por dos (2) razones. Por 
una parte, la renta petrolera pone en manos del Estado recursos que le 
han permitido acometer inversiones industriales de gran envergadura 
que, en un país desarrollado, pudo haber realizado el sector privado, 
pero que estaban fuera del alcance de nuestros empresarios. Por otro 
lado, la pobreza de más de la mitad de nuestra población pone en hom-
bros del Estado la responsabilidad de suministrar servicios médicos, 
educativos y sociales necesarios para nivelar las desventajas de los sec-
tores más desposeídos, llevándolos a incorporarse al desarrollo del país.

Para lograr la transición del Estado proveedor al Estado servidor 
es necesario que la sociedad civil realice todas las actividades que pue-
da manejar razonablemente. Las industrias básicas, las del acero y el 
aluminio, por ejemplo, fueron desarrolladas por el Estado, pero ello 
no quiere decir que deban permanecer en sus manos. Si la razón ori-
ginaria de ubicarlas en el sector público fue la falta de capacidad del 
sector privado, y si esa limitación ha sido superada, entonces deben ser 
privatizadas. Igualmente, la asistencia social a las familias de menores 
recursos no debe convertirse en una dependencia y tutela permanente. 
La asistencia debe buscar, ante todo, que las familias pobres lleguen a 
valerse por sí mismas.

Lo que necesita Venezuela es un Estado tutor. Un Estado que no 
pretenda mantener a la sociedad civil en situación de dependencia y 
sumisión permanente, mediante el control de la riqueza colectiva, sino 
desarrollar y capacitar a esa misma sociedad civil para entregarle su 
patrimonio al cumplir la mayoría de edad. En ese momento, el Estado 
tutor se convierte en Estado servidor.

En Venezuela no tenemos todavía la plena conciencia de Estado, 
por lo que hay que desacralizarlo para permitirnos verlo como servidor 
y no como patrono de la sociedad civil. A este respecto, la descentrali-
zación es el modo más eficaz de acercar el Estado a la población y servir 
de manera efectiva a dicha sociedad en la consecución de su mayor 
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bienestar, mediante el ejercicio de sus capacidades y la promoción de 
los valores de excelencia y competitividad, sin exclusión de la coope-
ración y la solidaridad, en el logro del desarrollo económico del país, 
conforme lo propugna el artículo 299 de la Constitución.

III.	 LA DESCENTRALIZACIÓN: UN ESTADO A SU ALCANCE2

La tradición centralista y presidencialista del Estado venezolano 
comienza con el general Juan Vicente Gómez. Durante el siglo XIX, 
Venezuela tuvo un régimen federal, que recogía la tradición de las pro-
vincias que conformaban la antigua Capitanía General de Venezuela. 
La debilidad del Estado fomentó el regionalismo y el caudillismo, y 
dio paso luego a un centralismo a ultranza, reforzado por el auge petro-
lero, que ese mantuvo hasta el inicio del proceso de descentralización 
en 1989, año en que se convocaron las primeras elecciones directas de 
gobernadores y alcaldes.

La desconcentración geográfica de las actividades industriales pre-
cedió a la descentralización política que, en cierta medida, la forzó. 
En las zonas de mayor desarrollo económico, como los estados Ca-
rabobo, Zulia y Bolívar, se observaba ya un desarrollo creciente del 
poder municipal y estadal, dentro de las limitaciones que impone un 
sistema político centralizado. Para lograr un desarrollo económico y 
social más homogéneo es indispensable que los problemas locales los 
puedan atender, directamente, en el sitio quienes mejor los conocen: los 
ciudadanos de la región.

La elección directa de los gobernadores fue un paso importante ha-
cia la descentralización, aun cuando el tamaño reducido de la mayoría 
de nuestros estados sugiere que el nivel de gobierno intermedio entre 

2	 Este aparte se elaboró con base al conversatorio sobre La intervención del Estado en la 
economía venezolana, sostenido con ANDUEZA, José Guillermo, doctor en ciencias políti-
cas de la Universidad Central de Venezuela, ex Procurador General de la República (1969-
1974), ex Ministro de Justicia (1979-1981), ex Ministro de Estado para la Descentralización 
(1994–1996), ex Ministro de Relaciones Interiores (1996-1998), ex Ministro de la Secretaría 
de la Presidencia de la República (1998-1999) y ex Presidente de la Comisión Nacional de 
Descentralización de Competencias del Poder Público Nacional (1994-1999). Caracas, ju-
nio, 2017.
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el nacional y el local debería ser regional más que estadal. El mismo 
papel se siente, quizá con más fuerza, en relación con el papel de las 
legislaturas estadales, cuya politización ha sido duramente cuestionada, 
al punto que algunos han planteado su abolición en el marco de una 
reforma constitucional.

Para hacer una labor efectiva, los gobernadores de estado necesitan 
contar con recursos propios. El impuesto al valor agregado (IVA) po-
dría ser reintegrado al nivel estadal, como lo es en los Estados Unidos, 
con lo cual los estados no estarían supeditados al situado constitucional 
como la fuente principal de sus ingresos. Otros han sugerido la creación 
de un impuesto a la gasolina, que existe en varios países (v.g. Colombia, 
Estados Unidos, México, Unión Europea), como una fuente de ingreso 
para los estados.

El desarrollo del nivel de gobierno local es básico para el mejo-
ramiento de la infraestructura, los servicios públicos y la calidad de 
vida en general. El gobierno municipal requiere para su buen funciona-
miento la separación de las funciones ejecutivas y legislativas, unidas 
tradicionalmente en el Concejo Municipal. La creación de la figura del 
alcalde y la elección municipal de los concejales han ayudado a hacer 
el gobierno local más eficaz y vincularlo más estrechamente a las nece-
sidades de la comunidad.

Una de las fuerzas más poderosas para impulsar el mejoramiento 
del gobierno local es la acción de las empresas. Las empresas petrole-
ras, la Corporación Venezolana de Guayana y los empresarios privados 
en los estados Carabobo, Nueva Esparta, Zulia y otros, han tomado gran 
interés en el mejoramiento del gobierno municipal en las zonas donde 
están situadas sus instalaciones. De igual manera, las asociaciones de 
vecinos, en Caracas y otras ciudades, han presionado fuertemente para 
el mejoramiento de las municipalidades. El gobierno local ofrece las 
más claras oportunidades para el ejercicio de la democracia directa y 
para la participación de la comunidad en las decisiones que la afectan 
en forma más inmediata.

Las municipalidades deberán manejar volúmenes de recursos 
considerables provenientes de impuestos locales a la propiedad, la in-
dustria y el comercio, y de transferencias del gobierno central. Estas 
últimas permitirán nivelar en parte la desigualdad en riqueza entre las 
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municipalidades. Las comunidades locales, si toman suficiente interés 
en la conducción del gobierno municipal, estarán en capacidad de ejer-
cer una vigilancia estrecha en relación con el destino de esos fondos y, 
seguramente, mostrarán mayor disposición a ofrecerle su colaboración 
voluntaria.

Algo que debe resolverse es el problema de la articulación entre 
gobierno municipal y el gobierno estadal. A partir de las elecciones de 
1989, la organización política del país experimentó cambios importan-
tes. Por ejemplo, con la creación del Distrito Capital, en la Constitución 
de 1999, se agruparon los municipios Libertador, Baruta, Chacao, El 
Hatillo y Sucre, los cuales conservaron sus respectivos alcaldes y se 
creó la figura del Alcalde Mayor, mostrando cada uno de ellos una gran 
diversidad en cuanto a población, superficie e ingresos.

El desarrollo del gobierno estadal y local permite la descentraliza-
ción efectiva de las funciones que transfiera el gobierno central. Entre 
tales funciones pueden mencionarse la construcción y mantenimiento 
de infraestructuras y la prestación de algunos servicios públicos, como 
los acueductos y aseo urbano. Resulta conveniente, también, una pro-
gresiva descentralización de los servicios sociales, incluyendo la educa-
ción, la salud y la asistencia social, para vincularlos más estrechamente 
a las necesidades de la comunidad. La descentralización debe ir acom-
pañada de la transferencia financiera y de personal. Sin embargo, uno 
de los principales obstáculos que puede presentarse, en este sentido, es 
la liquidación de las prestaciones sociales del personal de la Adminis-
tración Central, como condición previa a su traspaso a los estados y mu-
nicipios. La descentralización o transferencia de funciones entre niveles 
de gobierno debe ir acompañada de la desconcentración dentro de los 
organismos del gobierno central. Funciones que deben permanecer cen-
tralizadas en una sola organización, como las de defensa y hacienda, y 
los servicios integrados como los de electricidad y telecomunicaciones, 
deben transferir el mayor volumen posible de actividades a los niveles 
estadal y local.3

3	 ANDUEZA, José Guillermo (1997). Problemas Jurídico – Institucionales de la Descen-
tralización. Encuentro: Descentralización, Unidad Nacional y Solidaridad. Ministerio de 
Estado para la Descentralización Caracas: Ediciones de la Presidencia de la República.
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La descentralización, entonces, disminuirá la carga del gobierno 
central sin reducir su importancia. Los lineamientos de política segui-
rán siendo responsabilidad del gobierno nacional, así como la planifi-
cación nacional y la elaboración de una normativa común que permita 
mantener la coherencia de la Administración Pública dentro de la diver-
sidad que impondrán las condiciones propias de cada región. Las ofi-
cinas centrales de los ministerios tienen en un Estado descentralizado 
un papel planificador, normatizador y coordinador, más que ejecutor. 
Lamentablemente, la descentralización ha resultado en algunos casos 
en el abandono de las funciones centrales de planificación, como ha 
ocurrido con la red vial.

Los sistemas de información, informática y telecomunicaciones 
son herramientas indispensables para asegurar el buen funcionamiento 
de una Administración Pública desconcentrada, sin que haya pérdida 
de coherencia. La coordinación de políticas se vería facilitada por la 
reestructuración del gobierno nacional conformado, actualmente, por 
un gran número de ministerios que reportan directamente al Presidente 
de la República y, en ciertos casos, al Vicepresidente Ejecutivo. Sin em-
bargo, el elemento clave para el éxito de la descentralización lo consti-
tuye la calidad de los funcionarios.

La planificación nacional es un elemento de cohesión y racionali-
zación en un Estado democrático y descentralizado. Esto es, particular-
mente, cierto cuando el país debe asumir la tarea del desarrollo con una 
visión de largo plazo. La planificación nacional jugó un importante pa-
pel en las décadas de los años cincuenta al setenta, para luego perder vi-
gencia. Se debilitó marcadamente en la década de los noventa y se agra-
vó, de manera notable, desde comienzos del milenio hasta el presente, 
cuando la descentralización llevó a la anarquización de las inversiones 
públicas, a menudo puestas en función de intereses políticos regionales 
y, no pocas veces, distorsionadas por la corrupción. La planificación 
centralizada y burocrática, formulada en oficinas aisladas de la realidad 
cotidiana, ha llevado a numerosos fracasos que la han desprestigiado. 
Sin embargo, una planificación abierta y participativa, que combine las 
capacidades técnicas de los expertos con la consulta ciudadana y que no 
sea excesivamente intervencionista respecto al funcionamiento de los 
mercados, es un elemento indispensable para la construcción del país.
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IV.	 UNA ECONOMÍA PARA UN NUEVO TIEMPO4

La economía venezolana viene deslizándose por un nefasto tobo-
gán, aparentemente sin final: la inversión privada estancada; los salarios 
reales en permanente descenso y la pobreza en indetenible ascenso; el 
presupuesto público confiscado por la nómina de una burocracia inefi-
caz y por el pago de la deuda pública. Lamentablemente, la búsqueda de 
los equilibrios macroeconómicos, no basta para sacarnos de semejante 
atolladero. Es cierto, sin embargo, que la economía real respondió de 
manera espectacular al programa de ajustes aplicado entre 1989 y 1992: 
creció la inversión privada, repuntó la productividad, el salario real ex-
perimentó un incremento importante y se crearon cientos de miles de 
empleos en el sector privado; así como, también, se redujo el desem-
pleo y la incidencia del empleo informal.

Desafortunadamente, el rebote económico se vio abortado, pues al 
viraje de 1989 le siguió un reviraje político de 1993, que aún permane-
ce en los 2000 hasta el presente. Los actores económicos, nacionales y 
extranjeros, se vieron frustrados y se volvieron más cautos y desconfia-
dos; ya no bastaba un programa de ajustes para despertar su entusiasmo 
y estimular su propensión a invertir. En 1989, los inversionistas pensa-
ron que el cambio de enfoque en la política económica era definitivo y 
que Venezuela seguiría la tendencia de la apertura de mercado, ahora 
dominante América Latina. Actualmente, el país se encuentra inmerso 
en un trágico círculo vicioso: la situación social se agrava, porque, entre 
otras, no hay inversión y ésta no ocurre porque la situación social no es 
propicia… No será fácil romper este nudo gordiano.

4	 Este aparte se elaboró con base al conversatorio sobre Perspectivas de la economía venezo-
lana, sostenido con: PÉREZ MARTÍ, Felipe, economista e historiador, doctor en economía 
de la Universidad de Chicago, profesor del Instituto de Estudios Superiores de Administra-
ción (IESA) y ex Ministro de Planificación y Desarrollo (2001-2002); y BAPTISTA, Asdrú-
bal, abogado, economista e historiador, doctor honoris causa de las Facultades de Economía 
de las Universidades de Los Andes y del Zulia, profesor emérito del Instituto de Estudios 
Superiores de Administración (IESA), Individuo de Número de la Academia Nacional de 
Ciencias Económicas y ex Ministro de Estado para la Reforma de la Economía (1994). Ca-
racas, julio, 2018.
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	 IV.1	 UN DESARROLLO EQUILIBRADO

El objetivo último del desarrollo económico sostenible es alcanzar 
una alta calidad de vida para toda la población del país y para las gene-
raciones futuras. Este objetivo trasciende con creces el tema económico 
y extiende su alcance a los ámbitos social, político y ambiental. En 
lo social, supone un desarrollo integral del individuo y de la sociedad 
civil, fundamentado en valores humanistas y religiosos dentro de la plu-
ralidad y la tolerancia. Implica que la persona asuma su responsabilidad 
ciudadana en el marco de la convivencia y la solidaridad. Conlleva el 
desarrollo de la asociatividad de las actividades culturales, tanto popu-
lares como selectas, y las del deporte. En el ámbito político, supone la 
libertad personal, el Estado de Derecho, el respeto a los derechos hu-
manos, la participación de los ciudadanos en la vida pública, la respon-
sabilidad individual y el respeto a los demás. En el ámbito ambiental, 
supone la conservación del medio natural y la explotación racional y 
sostenible de sus recursos para asegurar su disfrute a las generaciones 
por venir.

El crecimiento económico es la fuente de los recursos que per-
miten el desarrollo social y político y la conservación ambiental. Los 
recursos que genera el desarrollo económico pertenecen a empresas, 
privadas y públicas, corporativas o cooperativas, y a los individuos. 
Ellos los pueden gastar en bienes y servicios, cerrando el ciclo econó-
mico o ahorrarlos, generalmente, con fines de inversión. El Estado sue-
le pechar los ingresos de empresas e individuos para sufragar el gasto 
público en las actividades que le son propias, como seguridad, defensa, 
planificación, regulación, educación, salud y asistencia social. También 
debe asumir aquellas inversiones que los actores privados no están en 
disposición o capacidad de hacer, tales como obras de infraestructura 
vial, represas y sistemas de riego, e infraestructura para los servicios de 
educación y salud.

El sector público llega a manejar hasta cincuenta por ciento (50%) 
del producto interno bruto en ciertos países europeos como Suecia y 
Dinamarca, pero apenas alcanza a captar el veinte por ciento (20%) en 
la mayoría de los países de América Latina, y menos del dieciséis por 
ciento (16%) en Venezuela. En los Estados Unidos se ubica en treinta 



EL ARBITRIO DE LA ECONOMÍA SOCIAL DE MERCADO Y LA DESCENTRALIZACIÓN

614

por ciento (30%), nivel considerado como moderado y que representa 
una meta deseable y posible para Latinoamérica. Si bien es cierto que 
la burocracia ineficaz y clientelar debe ser podada, no es menos cierto 
que el gasto en educación, salud, regulación, seguridad e infraestruc-
tura debe ser incrementado. La mejora en los servicios sociales y en 
la Administración Pública requiere personal mejor preparado y mejor 
remunerado.

El crecimiento del producto interno bruto suele ser el objetivo cen-
tral de cualquier programa económico. Frecuentemente, se le añade la 
coletilla de que debe ser un crecimiento sin inflación. Se supone que 
todos los demás objetivos: inversión, empleo, distribución del ingre-
so y calidad de vida, derivan de ese crecimiento. Sin embargo, dadas 
las difíciles condiciones sociales que enfrenta Venezuela, los objetivos 
económicos más relevantes deben ser aquellos que poseen un mayor 
contenido social. El principal es la creación de empleo productivo, que 
debe pasar al primer plano de la política económica. Se debe añadir el 
aumento sostenido del salario real y el alcanzar una distribución más 
equitativa del ingreso. El crecimiento económico es el motor que per-
mitirá generar recursos necesarios para la creación de empleo y el in-
cremento del salario real. Dicho crecimiento es impulsado por la inver-
sión pública y privada.

	 IV.2	 POLÍTICAS ECONÓMICAS BÁSICAS

La creación de empleo productivo depende, en primer término, 
de la inversión privada. Crear las condiciones adecuadas para atraer 
la inversión privada, tanto nacional como extranjera, debe ser priori-
tario dentro de una política económica con contenido social. Para ello 
se deberán crear las condiciones que permitan la diversificación de la 
economía, haciendo atractiva la inversión en aquellos sectores en los 
cuales Venezuela posea ventajas comparativas. La integración latinoa-
mericana permitirá ampliar el mercado nacional de manera de superar 
las limitaciones que impone su tamaño relativamente reducido, con un 
nivel aceptable de protección frente a los competidores extremadamen-
te agresivos, sobre todo los asiáticos.
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La dotación de infraestructura y servicios públicos es una de las 
condiciones para atraer la inversión privada, por lo cual es indispensa-
ble reasumir la inversión pública. Por otra parte, es necesario incremen-
tar el gasto en salud, educación y asistencia social. La inflación deberá 
ser reducida progresivamente, pero dando prioridad a la expansión del 
aparato productivo. Para ello y para financiar el incremento y el gas-
to social, se necesita realizar una reforma fiscal, que involucre a los 
estados y municipios en un proceso de descentralización. Finalmente, 
para detener la caída del salario real y propiciar su aumento sostenido 
se requiere implementar políticas que promuevan el incremento de la 
productividad.

	 IV.3	 ATRAER LA INVERSIÓN PRIVADA

La inversión privada busca seguridad y rentabilidad. Sólo ella pue-
de crear los empleos productivos que el país necesita. Guy Sorman5 ha 
dicho que la prosperidad y desarrollo económico de los países exitosos 
se explica por la valoración que le dan a la iniciativa privada, la con-
fianza en su sistema jurídico y una repartición justa de los beneficios 
entre trabajadores e inversionistas, que estimula a ambos a poner lo 
mejor de su esfuerzo. En nuestro país, la iniciativa empresarial ha sido 
escasamente valorada. Existe una larga tradición de hacer negocios a 
la sombra del Estado, que cuenta con los favores de los gobernantes y 
que se remonta a tiempos coloniales, cuando el rey otorgaba todo tipo 
de privilegios y prebendas. El empresario ha sido visto más como un 
aprovechador de privilegios que como un creador de riqueza, aunque, 
sin duda, los ha habido de ambos tipos.

En Venezuela la seguridad de las inversiones ha sido precaria, 
no sólo por la escasa confianza que inspira la administración de jus-
ticia, sino por los vaivenes de la política económica que echan por 
tierra los planes empresariales mejor elaborados. La distribución de 
beneficios entre inversionistas y trabajadores ha seguido un modelo 
reivindicativo de corte sindical que parece presuponer la explotación 

5	 SORMAN, Guy (2000). Los factores culturales del desarrollo. Conferencia pronunciada 
ante el Congreso Gerencia 2000. Caracas.
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de éstos por aquéllos. El logro conjunto es un concepto poco menos 
que desconocido.

Para incrementar la inversión se requiere facilitar la creación de 
empresas y la ejecución de proyectos de inversión, lo que simplificará 
los trámites que suelen involucrar a numerosos organismos públicos. 
Ello debe ir acompañado de un cambio cultural, inducido a partir del 
sistema educativo y los medios de comunicación, que propugne una 
nueva valoración de la iniciativa privada. El sector informal es, sin 
duda, un semillero de emprendedores. El rebusque criollo, tan desde-
ñado, es expresión del ingenio innato del venezolano, que puede ser 
canalizado de maneras socialmente constructivas.

La reforma del sistema judicial es necesaria, entre otras cosas, para 
incrementar la seguridad jurídica de las inversiones. La vía del arbi-
traje, recogida legalmente en el país, representa una modalidad alterna 
para la solución de controversias, más rápida, barata y confiable que 
frente a los tribunales.

Gracias a la apertura petrolera, iniciada en la década de los años 
noventa, Venezuela captó el dos por ciento (2%) de la inversión extran-
jera directa mundial entre 1997 y 20056. Los mayores receptores de 
inversiones extranjeras fueron China y Brasil. Estas inversiones buscan 
los países que pueden ofrecer las mayores oportunidades, rentabilidad 
y el menor riesgo.

	 IV.4	 LA DIVERSIFICACIÓN DE LA ECONOMÍA

Es imperativo lograr la diversificación de la economía, si quere-
mos contar con empleos productivos para nuestra fuerza de trabajo. En 
el 2013, la industria petrolera venezolana anunció un aumento de su 
producción, estimado en cuatro millones (4MM) de barriles diarios ha-
cia el año 2018, que podía manejarse empleando menos de los ochenta 
mil (80M) trabajadores que tenía para ese año. Sin embargo, dicho au-
mento de producción no se concretó y estuvo muy lejos de hacerlo. Por 
su parte, la producción de acero, aluminio, productos petroquímicos, 

6	 WORLD BANK (2011). World Development Report, 2010. Disponible en: https://openk-
nowledge.worldbank.org/handle/10986/4387 [Consulta: 2022, julio 8]
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cemento y otros productos básicos se hacen en plantas automatizadas 
que generan pocos empleos. Así, los sectores en los que pudieran em-
plearse un número importante de trabajadores serían el agrícola, el de 
la construcción, el manufacturero y el de servicios, particularmente los 
relacionados al comercio y los vinculados al turismo.

En los países desarrollados, el comercio y los servicios son res-
ponsables de la mayor proporción del producto y del grueso de los em-
pleos. Entre los sectores de servicios más dinámicos en las economías 
avanzadas se encuentran los de salud, educación, finanzas, informática, 
telecomunicaciones, transporte, hotelería y restaurantes. En contraste, 
la producción de empleo generada por los sectores agrícola, minero y 
manufacturero, tiende a disminuir como consecuencia de la creciente 
automatización y robotización. A nivel mundial, la economía del siglo 
XXI será, principalmente, de servicios. La flexibilidad en el mercado 
de trabajo facilita la creación de empleos, ya que disminuye el costo de 
despido en caso que las empresas necesiten reducir su plantilla.7

En Venezuela, el desarrollo de la agricultura y el turismo es apena 
incipiente y requiere apoyo estratégico por parte del Estado, distinto 
al proteccionismo y a los subsidios, que pocos beneficios han dejado. 
Se trata de apoyar iniciativas que faciliten el acceso a la información y 
al capital de riesgo y que ayuden a reducir los costos de arranque. Los 
incentivos fiscales, mediante reducción de impuestos en la etapa inicial 
del proyecto, son una de las vías para lograrlo. El aporte del Estado 
puede consistir en facilitar la capacitación de los nuevos empresarios 
y de sus trabajadores, reduciendo el costo de salida en caso de fraca-
so y proveyendo el acceso a servicios calificados de extensión o de 
consultoría y de información de mercado; asimismo, puede invertir en 
la infraestructura necesaria, desde carreteras rurales hasta saneamiento 
y ornato de playas, y en otros sitios de interés turístico. El Banco de 
Comercio Exterior (Bancoex), creado en 1997, tiene como principal 
objeto crear una infraestructura de soporte al mercadeo internacional, 
para prestar servicios a los exportadores, utilizando como red de apoyo 
las agregadurías comerciales de las embajadas.

7	 La flexibilidad en el mercado de trabajo consiste en reducir los costos y obstáculos al despi-
do de los trabajadores por los patronos.
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	 IV.5	 CRECER EN PRODUCTIVIDAD

Si suponemos que un país vive de lo que produce, su ingreso per 
cápita debe aumentar de forma lineal con su productividad laboral.

La forma en que el sector público puede ayudar a las empresas a 
ser más competitivas es mediante políticas generales que mejoren el 
desempeño de la economía en conjunto. La dotación de infraestructu-
ra de transporte, el mejoramiento de los servicios públicos a través de 
su privatización y adecuada regulación, la progresión de los servicios 
de salud y educación para los trabajadores, la regulación y supervi-
sión del sistema financiero, la reforma judicial, el mejoramiento del 
funcionamiento de la Administración Pública y el establecimiento de 
una política macroeconómica en apoyo a la producción, promueven la 
competitividad.

Algunos sectores requieren apoyo mediante la dotación de infraes-
tructura específica, como los sistemas de riego o los muelles turísticos, 
que puede ser desarrollada en forma conjunta entre el sector público y 
el privado. El apoyo a la investigación y desarrollo, sobre todo la de 
carácter básico, es otra de las áreas donde el Estado puede contribuir al 
mejoramiento de la competitividad.

La productividad y la competitividad son conceptos relacionados, 
pero no idénticos. La productividad mide la eficiencia de la economía, 
la cantidad de producto que ésta genera por cada puesto de trabajo. 
Incrementar la productividad es el camino fundamental para aumentar 
el salario real. Para lograr una mayor productividad se necesita invertir 
en bienes de capital, capacitar la fuerza de trabajo y mejorar la organi-
zación y la gerencia de las empresas. Al disponer de maquinarias más 
moderna, el trabajador puede incrementar su producción diaria, pero 
necesita capacitarse para poderla operar. La productividad de las em-
presas aumenta cuando se mejoran las formas en que están organizadas 
y gerenciadas. Al mejorar la productividad de las empresas mejora la 
productividad del país. El salario real aumenta, se abaratan los produc-
tos y se incrementa el nivel de vida.

Para ser competitivo se requiere no solamente producir más, sino 
producir mejor. Para conquistar los mercados, los productos deben mos-
trar mejor su calidad y diseño en relación con su precio que la de sus 
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competidores. La productividad se apoya en las técnicas de producción; 
la competitividad requiere, además, el mercadeo y financiamiento. Una 
economía cerrada, como lo fue la soviética, puede incrementar su pro-
ductividad en volumen sin mejorar su competitividad. En las economías 
abiertas del mercado globalizado, productividad y competitividad, tam-
bién llamada productividad-valor, deben ir de la mano. La capacitación 
de la fuerza de trabajo y, en particular, de los gerentes de las empresas, 
resulta crucial para mejorarlas.

	 IV.6	 REASUMIR LA INVERSIÓN PÚBLICA

Venezuela poseía una de las mejores infraestructuras de América 
Latina. Las autopistas, represas, puertos y aeropuertos construidos en 
las décadas de los cincuenta a los setenta han sufrido deterioro, aunque 
siguen dando soporte a la actividad económica. Pocas obras de enver-
gadura se construyeron en las décadas subsiguientes y hasta el presente. 
Actualmente, el país enfrenta un déficit en infraestructura de transporte, 
vial, ferrocarrilera, marítima y aérea. Lo mismo ocurre con la infraes-
tructura para los servicios de salud, educación, asistencia social, cul-
tura, deporte y para la Administración Pública. Los recursos provistos 
por la política habitacional del Estado para sufragar viviendas de interés 
social han sido insuficientes para cubrir la oferta. Los servicios públicos 
todavía en manos del Estado: electricidad, gas, agua y alcantarillado, 
también han quedado rezagados en la inversión. Las telecomunicacio-
nes, privatizadas en 1991, recibieron masivas inversiones hasta que el 
Estado las reasumió en los primeros años del 2000, convirtiéndolas en 
una de las más precarias del continente, hoy día, como consecuencia de 
la falta de inversión.

Se requiere, asimismo, completar el sistema nacional de autopis-
tas y carreteras, construir nuevos puertos y aeropuertos para el tráfico 
nacional e internacional, una red ferrocarrilera moderna, sistemas de 
metro o de transporte rápido en las principales conurbaciones del país, 
sistemas de riego y de control de inundaciones, obras de saneamiento 
y un planificado programa de vivienda y desarrollo urbano, distinto al 
de la Gran Misión Vivienda Venezuela, con la infraestructura social 
correspondiente.
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Muchas de estas obras pueden generar ingresos por uso y deben 
ser construidas mediante la modalidad de las concesiones, con lo cual 
se aligera la carga de inversiones sobre el sector público. Los casos 
más evidentes son los ferrocarriles, autopistas, puertos y aeropuertos. 
La infraestructura urbana y social debe ser asumida por el Estado, en el 
marco de la descentralización. Muchos países financian su construcción 
con los impuestos prediales. Parte de los beneficios de la revalorización 
de la propiedad urbana se dedican al desarrollo de las ciudades.

Los servicios públicos en manos del Estado (electricidad, agua, 
gas y telecomunicaciones, principalmente) deben ser privatizados y 
sus tarifas ser reguladas a niveles razonables, que permitan financiar 
la expansión de su infraestructura. La enorme desigualdad en la distri-
bución del ingreso hace necesario tomar previsiones para asegurar la 
universalidad de los servicios, permitiendo que estén disponibles para 
los hogares de menores recursos. Tradicionalmente, ello se ha produci-
do mediante los subsidios cruzados y el simple hurto de los servicios. 
Las tomas ilegales de agua y electricidad son comunes y, más recien-
temente, la “clonación” de teléfonos celulares ha tomado el carácter de 
epidemia. Se requieren modalidades de servicio que permitan satisfacer 
a menor costo -y sin demagogia- las necesidades de ese segmento de la 
población, así como de fondos para la inversión social en cada uno de 
los servicios públicos, alimentados con parte de los ingresos y adminis-
trados por las mismas empresas operadoras.

	 IV.7	 LAS METAS DE CRECIMIENTO

Venezuela ha perdido, prácticamente, los últimos cuarenta (40) 
años para consolidar su desarrollo económico. Mucho se puede lograr 
en las terceras y cuarta décadas del siglo XXI, pero conviene estar 
conscientes de las limitaciones. Un crecimiento del ocho por ciento 
(8%) anual es una meta exigente, pero factible. Puede lograrse si se 
alcanza un nivel de inversión del veinticinco por ciento (25%) anual, 
como los alcanzados en 1988 y en 1992. Corea del Sur logró niveles 
de treinta y tres (33%) por ciento por décadas, los cuales Venezue-
la excedió con frecuencia entre 1950 y 1980. La inversión debe ser 
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realizada de manera eficiente, en un entorno favorable en lo económico 
y político. Para lograrlo se requieren importantes reformas y considera-
ble inversión pública.

El motor del crecimiento económico radica en el aumento de la 
productividad. Ésta no sólo requiere inversión eficiente, sino capacita-
ción de la fuerza de trabajo a todos los niveles, desde los operarios hasta 
los gerentes. Dadas las graves deficiencias de nuestro sistema educati-
vo, las mismas empresas con el apoyo de instituciones especializadas, 
deberán llenar esta brecha. La capacitación gerencial reviste particular 
importancia por su efecto multiplicador.

	 IV.8	 UNA ECONOMÍA SANA

Una economía sana se caracteriza por la continua y abundante 
creación de nuevas empresas, que nacen como hongos después de la 
lluvia. Muchas tienen corta vida, pero una proporción importante re-
sulta exitosa y su vitalidad y crecimiento dinamizan la economía. A 
diferencia de lo que ocurre en los países más desarrollados, la pequeña 
y mediana empresa (PYME) ocupa un reducido lugar en la industria 
manufacturera venezolana. Si bien la PYME es responsable del quince 
por ciento (15%) del empleo actual, representa apenas el uno por ciento 
(1%) del valor agregado. La tasa de creación de empresas de manufac-
tura en Venezuela ha sido muy baja a partir de comienzos del año 2000. 
La PYME sufre, en mayor medida que la gran empresa, las condiciones 
negativas que impone el entorno sobre su competitividad. La apertura 
del capital permitirá superar las restricciones producto del carácter fa-
miliar estas empresas.

El aprovechamiento de nuevas fuentes de información disponibles 
a escala nacional e internacional, así como la formación de redes y con-
sorcios ayudarán a superar las limitaciones de tamaño y ubicación de 
las PYME, siempre que cuenten con una gerencia flexible e imagina-
tiva. La llegada de una nueva gerencia mejor preparada a la dirección 
de las empresas, ofrecerá la posibilidad de una renovación completa, 
acorde con las nuevas exigencias.
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	 IV.9	 LA ESTRUCTURA ECONÓMICA

En el siglo XXI, la economía seguirá teniendo, como una de sus 
bases fundamentales, la explotación de los abundantes recursos natura-
les que posee el país. Las actividades de manufactura y comercio per-
mitirán una mayor agregación de valor, tanto a los hidrocarburos como 
a los minerales y los productos agrícolas. También deberá incursionar, 
en forma selectiva, en la manufactura de bienes de capital, tales como 
maquinarias y equipos, tanto mecánicos como electrónicos, en particu-
lar aquellos que demandan la industria petrolera y petroquímica. Desde 
el punto de vista del empleo, los servicios y, en particular, el turismo, 
deben representar un papel descollante, por cuanto las actividades ex-
tractivas, agrícolas y manufactureras ofrecerán un número limitado de 
empleos, en virtud de la creciente automatización. Los servicios de in-
formación, educación, salud, financieros y de recreación están entre los 
sectores de mayor potencial para la creación de empleo. En una eco-
nomía global abierta e interdependiente, Venezuela deberá importar y 
exportar tanto productos primarios como manufacturas y servicios.

V.	 EL DILEMA

En enero de 1934, los Estados Unidos devaluaron el dólar en rela-
ción con el patrón oro. A pesar de las advertencias de Alberto Adriani8 
acerca de las consecuencias que ello tendría para la competitividad de 
las exportaciones agrícolas venezolanas (cacao y café, en particular), el 
gobierno se negó a devaluar la moneda. La paridad con el dólar pasó de 
5,20 a 3,06 bolívares, cuya relativa y proporcional diferencia persistió 
hasta la primera década del siglo XXI, comenzando a descontextuali-
zarse luego y agravándose hasta el presente.

Venezuela había optado por el rentismo y, como se vio a la larga, 
por el desempleo. En vano Arturo Uslar Pietri predicó durante décadas 
la necesidad de desarrollar lo que él llamaba una economía normal, 
que viviera de su trabajo. Uslar consideraba legítimo el uso del ingreso 

8	 Ministro de Agricultura (1936) y posteriormente de Hacienda (1936), durante los primeros 
meses del gobierno del presidente Eleazar López Contreras (1936-1941).
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petrolero para invertir y ampliar la capacidad productiva del país.9 A 
partir de 1945, se impone, definitivamente, la tesis de maximizar la 
renta petrolera y canalizarla hacia el incremento del consumo popular. 
Se esperaba, tal vez ingenuamente, que el aumento de la demanda esti-
mularía la producción nacional.

Dada la sobrevaluación del bolívar, el resultado principal fue el 
incremento de las importaciones. Se iniciaba un patrón que consistía 
en promover el consumo a expensas del empleo. Muchos campesinos, 
algunos de ellos víctimas del colapso de las exportaciones agrícolas, 
emigraron para competir por los escasos, pero relativamente bien pa-
gados, empleos que se abrían en la reciente industria petrolera y en el 
creciente sector público clientelar.

La política de sustitución de importaciones vigentes entre 1959 y 
1989 creó la ilusión que se podía conciliar la maximización de la renta 
petrolera con el desarrollo de la producción y la creación de un empleo 
estable. Sin embargo, ese modelo comenzó a desmoronarse a partir de 
1978, debido tanto a sus contradicciones inherentes como al cambio en 
el panorama mundial.

En la segunda década del siglo XXI, Venezuela enfrenta de nuevo 
el dilema que nos atenaza desde el reventón del pozo Zumaque (1914): 
el mundo nos pide petróleo, que tenemos en abundancia, pero nosotros 
necesitamos empleos productivos. De que seamos capaces de enfren-
tar ese dilema, reconciliando los aparentes contrarios, depende no sólo 
nuestra futura prosperidad, sino también nuestra paz social y conviven-
cia ciudadana.

CONCLUSIONES

1.	 La clave para detener y revertir el deterioro de la economía ve-
nezolana está en atraer la inversión privada, nacional e interna-
cional, y reanudar la inversión pública. Con una inversión anual 
del veinticinco por ciento (25%) del PIB, la economía puede 
crecer a una tasa del ocho por ciento (8%) anual. El crecimiento 

9	 BAPTISTA, Asdrúbal y MOMMER, Bernard (1997). El petróleo en el pensamiento econó-
mico venezolano. Caracas: Ediciones IESA.
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de la economía permitirá crear nuevos empleos en el sector for-
mal e incrementar el salario real. La población en situación de 
pobreza puede reducirse significativamente para el año 2040.

2.	 Para financiar la inversión pública, el Estado puede acudir a 
la modalidad de las concesiones para aquellas obras cuyo uso 
puede cobrarse, como las autopistas y los aeropuertos, así como 
a la reforma fiscal y al refinanciamiento de la deuda para aque-
llas que debe acometer directamente. Venezuela cuenta con su-
ficientes recursos naturales y humanos para servir de base al 
desarrollo de una economía diversificada, que ofrece múltiples 
oportunidades de inversión rentable. La diversificación de la 
economía no significa minimizar la importancia de la explota-
ción de los recursos naturales no renovables (v.g. petróleo, hie-
rro, gas). Por el contrario, significa agregarles valor mediante 
el desarrollo de los sectores correspondientes, creando ventajas 
competitivas, y complementarlos con otros basados en recursos 
renovables, como los del agro y el turismo.

3.	 La inversión privada requiere seguridad jurídica y expectati-
vas de rentabilidad adecuada, igual o mejor que la ofrecida a 
inversionistas semejantes en otros países. La seguridad jurídi-
ca supone el respeto absoluto del derecho de propiedad y un 
sistema de justicia confiable. Sin embargo, no basta con atraer 
a los inversionistas extranjeros o estimular a los empresarios 
nacionales existentes. Para desarrollar la economía se deberá 
impulsar el espíritu emprendedor de manera de que aumente el 
número de empresarios. Se debe crear condiciones favorables 
para que aquellos que operan en el sector informal formalicen 
sus empresas. Para ello, es necesario inducir a un cambio cul-
tural que haga del empresario un actor social de prestigio y que 
reconozca que es el único capaz de generar empleo y riqueza 
permanentes.

4.	 Las empresas son los actores fundamentales para el desarrollo 
económico. Su creación y vigor dependen del espíritu empresa-
rial, y sus posibilidades de éxito en la dura competencia de los 
mercados, nacionales e internacionales, están en función de sus 
capacidades tecnológicas y gerenciales y, en particular, de su 
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capacidad de innovación. La investigación científica y el desa-
rrollo tecnológico son, actualmente, la base fundamental de la 
competitividad de las empresas.

	 La descentralización es el modo más eficaz de acercar el Estado 
a la población y servir de manera efectiva a dicha sociedad en 
la consecución de su mayor bienestar, mediante el ejercicio de 
sus capacidades y la promoción de los valores de excelencia y 
competitividad, sin exclusión de la cooperación y la solidari-
dad, en el logro del desarrollo económico del país, conforme lo 
propugna el artículo 299 de la Constitución.
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